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PRESENTACIÓN

La Cámara de Industrias del Uruguay (CIU) se ha caracterizado por propender al 

análisis de la dinámica industrial, objetivo para el cual apuesta al constante 

fortalecimiento institucional. 

Nuestra organización tiene un papel relevante y especializado en la prestación de 

servicios vinculados al desarrollo empresarial y en la acumulación de conocimiento 

sobre la actividad manufacturera, a través, de la generación de trabajos de 

investigación, encuestas e indicadores.

Estas capacidades son las que coadyuvan a la generación de propuestas, que cada 

poco tiempo son sintetizadas en un cuerpo orgánico y sistemático, donde se expresan

las principales reflexiones de la gremial vinculadas al desarrollo industrial.

Muchas de las acciones que ha propuesto la Cámara y que oportunamente fueron 

presentadas a través de dichos documentos, se han ido implementando. 

Con ese mismo propósito, y atendiendo a que en los próximos meses se elegirán los 

representantes de un nuevo gobierno, consideramos oportuno sintetizar nuevamente 

las principales propuestas asociadas al fomento de la industria manufacturera.

Esperamos que nuestra contribución enriquezca la calidad de las políticas públicas y 

genere un diálogo constructivo con el sector privado, aspectos tan necesarios para 

fortalecer la industria y mejorar la calidad de vida de quienes en este sector 

desarrollan su actividad.

Ing. Diego Balestra

Presidente



3

EL URUGUAY INDUSTRIAL

Visión y propuestas de la Cámara de Industrias del Uruguay

ÍNDICE

RESUMEN EJECUTIVO .................................................................................... 4

1. EL ROL DEL EMPRESARIO..................................................................... 7

2. CONDICIONES BÁSICAS DEL CONTEXTO MACROECONÓMICO................ 9

2.1. El tipo de cambio real en Uruguay y su relación con la dinámica industrial .....9

2.2. La política fiscal y el ciclo económico............................................................11

3. ENTORNO COMPETITIVO................................................................... 12

3.1. El Estado y la actividad empresarial...............................................................12

3.2. Las relaciones socio-laborales ......................................................................14

3.3. Política comercial ..........................................................................................17

3.4. Infraestructura para el desarrollo ..................................................................24

3.5. La educación y el desarrollo industrial ..........................................................29

4. ACCIONES DE POLÍTICA INDUSTRIAL.................................................. 31

4.1. Innovación y desarrollo tecnológico ..............................................................31

4.2. Fomento del desarrollo empresarial ..............................................................33

4.3. Promoción de exportaciones.........................................................................37

4.4. Promoción de la inversión y acceso al crédito ...............................................40

4.5. Compras gubernamentales ...........................................................................42

4.6. Medio ambiente ............................................................................................45



4

RESUMEN EJECUTIVO 

Este documento, que hace pública la posición de la Cámara de Industrias del Uruguay 

con relación a las distintas áreas de interés para el sector manufacturero, incluye una 

importante cantidad de propuestas, muchas de las cuales atienden a problemáticas

puntuales pero no por ello menos relevantes. Sin perjuicio de lo anterior, y atendiendo 

a la necesidad de resaltar los elementos centrales que caracterizan la posición 

institucional respecto al desarrollo industrial, seguidamente se presentan las 

reflexiones que revisten mayor importancia estratégica.

Rol del empresario

En primer lugar, la Cámara cree que es importante que la sociedad uruguaya visualice

al sector industrial como una de las principales fuentes de generación de riqueza y de 

desarrollo social, y al empresario, como el organizador y orientador de la actividad 

productiva bajo pautas de responsabilidad social.

La experiencia internacional indica que la certeza jurídica, el respeto a la propiedad 

privada, la libertad de empresa, las reglas claras y permanentes para la inversión, el 

impulso al emprendedurismo, entre otros factores, explican el dinamismo del sector 

privado de los países, por lo que la generación de un entorno competitivo para las 

empresas es prioritario como medio para alcanzar mayores niveles de desarrollo 

económico y social.

Relaciones socio-laborales

Para lograr mayores niveles de desarrollo industrial, el diseño de un modelo de 

relaciones laborales moderno, basado en la confianza y la cooperación, es un objetivo 

prioritario. 

A dichos efectos, las normas en esta área deberían estar integradas en un verdadero 

sistema, de forma que sean equitativas, equilibradas, eficaces y contemplativas de los 

intereses, derechos y responsabilidades de los dos actores sociales involucrados, 

empleadores y trabajadores. Para lograr dichos objetivos, la creación de un sistema de 

relaciones laborales y en especial la regulación de la negociación colectiva, debe 

necesariamente gestarse a través del consenso entre los dos actores principales.

Política comercial

Otro aspecto particularmente relevante para el sector industrial refiere a la estrategia 

de política comercial del Uruguay. La industria necesita mejorar sus condiciones de 

acceso comercial en terceros mercados, para lo cual resulta prioritario negociar 
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flexibilidades en el MERCOSUR, a los efectos de suscribir acuerdos comerciales 

bilaterales de alcance profundo con países de extrazona.

Al mismo tiempo, atendiendo a razones de asimetría entre los miembros del bloque y 

mientras no prospere la profundización de la integración regional, es necesario 

acordar con los demás socios el mantenimiento de los regímenes especiales de 

importación para la adquisición de insumos, maquinaria y equipos.

El Estado y la actividad empresarial

En materia impositiva, la Cámara mantiene su posición respecto a que debe priorizarse 

la eliminación de los aportes patronales a la seguridad social en las actividades 

industriales.

Asimismo, con el objetivo de alentar la formalización deberá avanzarse en la reducción 

significativa de las alícuotas de los principales impuestos -al consumo y a la renta 

empresarial-, aún cuando ello requiera un aumento de la tasa de imposición a la 

distribución de dividendos, ya que de esa forma se aumentaría el incentivo para la 

reinversión de utilidades.

Para abatir la presión fiscal sobre las actividades productivas, es necesario reducir el 

peso del Estado, mediante la mejora de la gestión, la eliminación del gasto 

improductivo y de las duplicaciones existentes. Se deberá implementar una profunda

reforma del sector público, orientada a reducir el volumen del gasto, remover 

obstáculos para el desarrollo empresarial, aumentar significativamente la eficiencia y la 

calidad de los servicios públicos fundamentales (educación, justicia, salud y seguridad) 

y ajustar el funcionamiento de las empresas públicas y la fijación de sus precios a un 

esquema que asegure precios competitivos.

Además, es muy importante que el Ministerio de Industria, Energía y Minería tenga un 

rol activo como facilitador de la actividad manufacturera, interactuando en el diseño y 

la implementación de la política industrial del país.

Por último, con relación al entorno macroeconómico, la Cámara cree que se debe 

avanzar en la implementación de políticas orientadas a reducir la volatilidad del tipo de 

cambio real y minimizar los desalineamientos con la región en el corto y mediano 

plazo.

La educación y el desarrollo industrial

Otro objetivo fundamental para alcanzar mayores niveles de desarrollo industrial está 

vinculado a la transformación del sistema educativo. Dicha reestructura deberá 

orientarse a la generación de mayores capacidades para favorecer la innovación y a 
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contemplar las necesidades del sector productivo, priorizando la formación por 

competencias y la educación para el trabajo.

Infraestructura para el desarrollo

En cuanto a la infraestructura -una de las principales fuentes para la mejora de la 

competitividad de los sectores transables-, es necesario acelerar el proceso de 

fortalecimiento de la red física, principalmente la asociada al transporte y a la energía. 

Para ello, la Cámara insta a seguir aumentando la participación del sector privado, 

especialmente en proyectos vinculados al transporte ferroviario, al desarrollo portuario 

y al sector energético.

Acciones de política industrial

Por último, respecto a las acciones de política industrial, las mismas deberían

concebirse, implementarse y coordinarse bajo un enfoque público-privado, con 

responsabilidades compartidas. Tanto en el sector público como en el privado, existen 

programas de apoyo a la innovación, al desarrollo empresarial, a la 

internacionalización y los vinculados a la gestión medioambiental, entre otros. Dada la 

necesidad de incrementar la competitividad de las empresas industriales, se apuesta a 

que dichos programas se fortalezcan, objetivo para el cual la Cámara seguirá 

comprometida.
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1. EL ROL DEL EMPRESARIO

La Cámara cree que es necesario que la sociedad uruguaya visualice al sector industrial 

como una de las principales fuentes de generación de riqueza, y al empresario, como 

el organizador y orientador de la actividad productiva bajo pautas de responsabilidad 

social.

La experiencia internacional indica que la certeza jurídica, el respeto a la propiedad 

privada, la libertad de empresa, las reglas claras y permanentes para la inversión, el 

impulso al emprendedurismo, entre otros factores, explican el dinamismo del sector 

privado de los países, por lo que la generación de un entorno competitivo para las 

empresas es prioritario como medio para alcanzar mayores niveles de desarrollo 

económico y social.

La principal función de la empresa es la creación de riqueza y la generación

sustentable de beneficios en el mediano y largo plazo. A lo largo de ese proceso 

invierte en capital físico y humano, crea empleo calificado, innova, acumula 

conocimiento, crece, se desarrolla, paga impuestos, crea oportunidades para otros 

ciudadanos, colabora con la sociedad, entre otros aportes. Por lo que la incorporación 

de cada vez más uruguayos a la actividad empresarial, colabora con el desarrollo del 

país. En este marco, el empresario entiende que allí está su principal responsabilidad 

social. 

Teniendo presente el entramado social del Uruguay, el empleo industrial se constituye 

en un medio para el desarrollo personal, la integración social y la incorporación de 

buenas prácticas y costumbres, que luego se trasladan incluso fuera del ámbito laboral

–orden, limpieza, aspectos vinculados a la seguridad, etc.-.

Debido a la asociación directa que hay entre la actividad empresarial y la inversión, 

resulta de interés identificar aquellas razones que hacen que la actividad empresarial 

no sea atractiva para la sociedad. Diferentes estudios demuestran que la gran mayoría 

de los uruguayos prefiere tener un empleo seguro que correr el riesgo de convertirse 

en empresario. La sociedad parece no percibir con claridad la importancia que tienen 

las empresas, los empresarios y el clima de negocios en cualquier estrategia de 

desarrollo. 

El Estado tiene un rol importante a cumplir en este campo, especialmente en lo que 

refiere a la creación de un ambiente de negocios que haga atractiva la actividad 

empresarial y logre captar la inversión en los niveles requeridos para alcanzar un 

desarrollo sustentable. 

En tal sentido, la Cámara de Industrias del Uruguay, en conjunto con las demás 

gremiales que forman parte de la Organización Internacional de Empleadores,
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considera que hay ciertos pilares en los que se debe basar el desarrollo empresarial y 

que dependen de las políticas públicas aplicadas por los Estados:

1. La propiedad privada es la piedra angular del desarrollo económico y social.

2. El desarrollo de empresas sostenibles requiere un clima político, social y 

económico favorable a la inversión.

3. La estabilidad política y la estabilidad macroeconómica en el área fiscal, 

cambiaria y monetaria, son condiciones indispensables para la existencia de 

empresas sostenibles.

4. El respeto al Estado de Derecho, a los principios éticos y a los valores 

democráticos, es indispensable para el desarrollo de la empresa.

5. Se requiere un manejo transparente y comprometido de las instituciones 

públicas.

6. La creación de empleos de calidad exige una colaboración estrecha entre la 

empresa y el Gobierno en el diseño de políticas educativas.

7. El diálogo social entre empresarios, trabajadores y el Gobierno es una 

herramienta importante para el desarrollo de la sociedad.

8. El respeto por los principios fundamentales consagrados en la Declaración de la 

OIT, es básico para la creación de trabajos dignos y empresas sostenibles.

9. La responsabilidad social, tanto de las empresas como de los demás actores 

sociales, es una contribución positiva al desarrollo.

El desafío futuro está en que el sector público y el privado logren fomentar la cultura 

del diálogo, basado en la cooperación y no en la confrontación. El Gobierno, partidos 

políticos, empresarios, trabajadores y demás organizaciones sociales, deben sumar 

esfuerzos para diseñar un futuro común, que asegure la generación de riqueza y 

empleo.

Para que ese diálogo sea posible y efectivo, es indispensable la existencia de 

organizaciones empresariales y sindicales, representativas e independientes, que se 

reconozcan recíprocamente como interlocutores en un marco de respeto y confianza.

También se precisa que el Gobierno y los partidos políticos reconozcan la importancia 

del consenso entre los interlocutores sociales, valorizando los ámbitos de negociación

y permitiendo que la legislación deje espacios para el libre acuerdo entre las partes.

Estos últimos enunciados sintetizan la posición empresarial respecto a cuál se espera 

que sea la forma de alcanzar el desarrollo sostenible para todos y la paz social.
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2. CONDICIONES BÁSICAS DEL CONTEXTO 

MACROECONÓMICO

Históricamente, Uruguay no ha ofrecido la estabilidad necesaria para que las empresas 

alcancen óptimos niveles de competitividad. Aunque debe reconocerse que se ha 

avanzado en muchos aspectos, todavía está pendiente la consolidación de políticas 

que brinden mayores niveles de estabilidad en el largo plazo, principalmente en lo que 

refiere a la política monetaria y cambiaria, pero también en la política fiscal.

2.1. El tipo de cambio real en Uruguay y su relación con la dinámica 

industrial

En una amplia gama de investigaciones se han estudiado los efectos del tipo de 

cambio real sobre el crecimiento de la economía y en particular sobre los sectores 

transables como la industria manufacturera. En su gran mayoría, se centran en definir 

la existencia de un tipo de cambio de equilibrio y los efectos negativos que los 

desajustes o la volatilidad tienen sobre el crecimiento económico.

En este sentido, dado que el tipo de cambio real es una variable que fluctúa alrededor 

de su nivel de equilibrio, cualquier política que lo mantenga fuera de este nivel resulta

insostenible en el largo plazo, ya que existen fundamentos económicos que provocan 

que el mismo tienda a su equilibrio.

Se ha demostrado que en el mediano y largo plazo, los tipos de cambio reales

bilaterales de Uruguay, Argentina y Brasil con respecto a Estados Unidos comparten 

una única relación de equilibrio. Y que en el corto y mediano plazo, el tipo de cambio 

real de Uruguay es determinado por los de Argentina y Brasil.

Dadas estas características, queda muy poco margen para cualquier maniobra de 

política cambiaria sostenible en el tiempo, ya sea por el cumplimiento de la Paridad del 

Poder de Compra en el largo plazo, como por la causalidad de los tipos de cambio de 

la región en el mediano plazo.

Otros estudios han analizado los efectos de la volatilidad del tipo de cambio en el 

crecimiento de las economías. Y en tal sentido, tipos de cambio reales volátiles o 

desalineados tienen un impacto negativo en la asignación de recursos y por 

consecuencia en el crecimiento.

En efecto, la volatilidad cambiaria influye en los niveles de rentabilidad de los distintos 

negocios, por los cambios que provoca sobre los ingresos esperados por las empresas. 
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Si la rentabilidad varía mucho debido a motivos ajenos al negocio en sí mismo, trae 

aparejado dificultades a la hora de formar expectativas por parte de los empresarios y 

afecta negativamente la inversión en proyectos de largo plazo. En efecto, cuando las 

condiciones son muy variables, resulta más compleja la toma de decisiones de 

inversión, la incorporación de tecnologías, etc., máxime en el sector industrial, uno de 

los motores del desarrollo tecnológico y la innovación.

En Uruguay, el tipo de cambio real ha mostrado largos períodos de desalineamiento 

respecto a sus niveles de equilibrio, así como un alto grado de volatilidad, incluso en 

comparación con otros países en desarrollo.

Una estrategia que la Cámara considera apropiado abordar es la aplicación de políticas 

orientadas a reducir la volatilidad del tipo de cambio real y minimizar los

desalineamientos con la región en el corto y mediano plazo.

La reducción de la inflación a través de políticas de desindexación y menos asociadas a 

políticas monetarias restrictivas se hace cada vez más necesaria para lograr dicho 

objetivo. De lo contrario, se generan oportunidades de arbitraje que fomentan el 

ingreso de capitales, generando no sólo reducciones cada vez más profundas del tipo 

de cambio sino también elevados costos para-fiscales.

Es conveniente analizar la posibilidad de implementar, en los períodos que se

justifique, instrumentos para regular el ingreso de capitales de corto plazo, como los

aplicados por Chile y Brasil, con el objetivo de reducir los efectos que la volatilidad de 

los flujos de capitales financieros tienen sobre los movimientos del tipo de cambio 

real.

Otra alternativa complementaria es la de buscar una mayor coordinación de políticas

macroeconómicas con la región, ya sea respecto a los regímenes monetarios o con 

relación a las políticas de control de capitales financieros. Dada la disparidad de 

políticas aplicadas en los distintos países del MERCOSUR, ésta última alternativa parece 

poco viable en la actualidad, sin perjuicio de lo cual, deben destinarse los mayores 

esfuerzos al menos para conocer cabalmente las decisiones de política cambiaria y 

monetaria de los países vecinos con el menor rezago posible.

Un último aspecto que la Cámara comparte es el que refiere a la implementación de las 

acciones necesarias para incentivar el comercio regional en monedas locales, lo cual 

reduce el riesgo cambiario en las operaciones de comercio exterior, fuerte limitante de 

negocios con la región principalmente para las empresas de menor tamaño relativo.
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2.2. La política fiscal y el ciclo económico

Existe consenso en cuanto a que la política fiscal debería actuar en forma anticíclica, 

permitiendo una expansión temporal del gasto -prioritariamente inversiones- y/o una 

disminución coyuntural de la presión tributaria en momentos de recesión y decisiones 

de política económica en sentido inverso en los de crecimiento. 

De acuerdo a este comportamiento, la política fiscal es útil al objetivo de suavizar las

fluctuaciones de la actividad económica dado que cumple un papel estabilizador.

Se ha demostrado que existe una relación negativa, significativa, entre la volatilidad 

del crecimiento económico y la tasa de incremento del PBI. Algunos estudios relevan 

que América Latina pierde un punto de crecimiento del PBI por cada dos puntos de 

mayor volatilidad. En ese sentido, la búsqueda de mecanismos para reducir el impacto 

de los shocks sobre la volatilidad del PBI en estas economías, debería ser un objetivo 

fundamental de política económica. 

La evolución del gasto público en Uruguay ha tradicionalmente acompañado las 

variaciones del PBI, lo que no ha contribuido a suavizar las fluctuaciones de la 

actividad económica, sino que, por el contrario, ha tendido a exacerbar las 

fluctuaciones cíclicas del nivel de actividad. 

La ausencia de una política fiscal contracíclica impide realizar planes de reactivación en 

los períodos recesivos (mayor inversión pública o reducción de la presión fiscal), 

provocando mayores fluctuaciones en la actividad económica.

Según algunos especialistas, aplicar una política fiscal anticíclica no sólo implica 

beneficios en términos de menores fluctuaciones de la actividad económica, sino que 

además puede tener efectos sobre el comportamiento del tipo de cambio real. En 

concreto, en momentos de fuerte expansión de la actividad, las políticas fiscales 

procíclicas pueden acentuar las fluctuaciones del tipo de cambio real, alimentando la 

apreciación de la moneda nacional. 

En síntesis, sería necesario acotar la discrecionalidad del poder político para propender 

a la aplicación de políticas anticíclicas, a través de la implementación de una regla 

fiscal mejor diseñada que la actualmente vigente, que sólo pone límites a los niveles 

de endeudamiento.
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3. ENTORNO COMPETITIVO

3.1. El Estado y la actividad empresarial

Desde hace años, la mayor preocupación referida a la política fiscal en Uruguay se ha 

centrado en el importante peso del Estado en relación a la calidad de los servicios 

públicos que ofrece a cambio. Además, de un análisis de largo plazo, surge que la 

presión fiscal ha sido creciente. El Estado también genera mayores costos a los agentes 

por su forma de funcionamiento, por su ineficiencia, por trabas administrativas y 

controles innecesarios, así como por la superposición de funciones y de instituciones 

que lo caracteriza.

En función de lo anterior, la reforma del Estado debería orientarse a reducir el volumen 

del gasto público, remover obstáculos para el desarrollo empresarial, aumentar 

significativamente la eficiencia y ajustar el funcionamiento de las empresas públicas y 

la fijación de sus tarifas a un esquema que asegure precios competitivos, ya sea por el 

efecto de la mayor competencia o de una regulación adecuada en el caso de 

monopolios naturales.

En materia impositiva, la Cámara mantiene su posición respecto a que debe priorizarse 

la eliminación de los aportes patronales a la seguridad social en los sectores

industriales. Si bien en una primera instancia el efecto negativo de la existencia de esta 

imposición se concentra en los beneficios empresariales, ello trae como consecuencia 

reducciones en la actividad, en el empleo y en los salarios de los trabajadores.

El argumento de la equidad, que es utilizado para justificar la unificación de tasas, no

satisface al sector manufacturero. Se confunde equidad con igualdad, optando por 

tratar igual a todos los sectores, cuando lo más equitativo sería atender sus distintas 

problemáticas. Desde la óptica del sector industrial, los sectores que comercializan 

bienes y servicios transables deben tener tasas de aportación patronal nulas o muy 

bajas, siendo que compiten internacionalmente y no pueden trasladar a sus precios 

dichos sobre-costos.

Otro aspecto a resaltar es la necesidad de avanzar en la reducción de las alícuotas de 

los principales impuestos, ya que sus actuales niveles desalientan la formalización de 

la economía. La captación de mayores flujos de inversión está muy asociada al nivel de 

las tasas de imposición a la renta de las empresas y a una relación ventajosa con 

respecto a las vigentes en los demás países de la región. En particular, la Cámara 

considera que la actual tasa del IRAE debería reducirse significativamente, aun 

manteniendo un diferencial con la tasa de imposición a la distribución de utilidades 

para favorecer la reinversión. 
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En cuanto a la imposición indirecta, habrá que avanzar en la reducción de la tasa del 

IVA a niveles significativamente menores a los actuales, instrumento central para 

reducir los niveles de informalidad.

Con relación a las empresas públicas, el proceso de desmonopolización de los 

servicios públicos debe continuar, en particular, perfeccionando la regulación actual

para que favorezca la utilización de las redes de infraestructura por parte de 

operadores privados a precios competitivos, liberalizando la importación de 

combustibles y facilitando aún más la inversión privada en proyectos de generación de 

energía eléctrica. Por la importancia que tienen las inversiones del Estado y de las 

empresas públicas en la infraestructura, las mismas deben estar contenidas en un plan 

de inversiones explícito de mediano plazo. Los agentes privados necesitan contar con 

la seguridad de que las mismas garanticen suministro, infraestructura y tecnología 

adecuados a las proyecciones de sus negocios, en el marco de un mercado de libre 

competencia. 

En lo que refiere a los tributos departamentales, que afectan principalmente la 

fabricación y comercialización de alimentos, es imprescindible unificar los regímenes, 

tanto en lo que refiere a niveles de imposición como de exigencias bromatológicas.

Propuestas

i) Eliminar los aportes patronales a la seguridad social en la industria.

ii) Reducir las alícuotas de los principales impuestos que afectan la actividad 

empresarial.

 Tasas de imposición a la renta empresarial muy por debajo de las vigentes en los 

demás países de la región, como principal política de atracción de inversiones.

 Reducción significativa del Impuesto al Valor Agregado.

iii) Reforma del Estado.

 Implementar un plan global, con objetivos cercanos en el tiempo, para mejorar todos

los servicios del Estado, utilizando las posibilidades que brindan las Tecnologías de la 

Información y las Comunicaciones (Gobierno Electrónico).

 Reducir el volumen del gasto público y ajustar el funcionamiento de las empresas 

públicas y la fijación de sus precios a un esquema competitivo.

iv) Profundizar el proceso de desmonopolización de los servicios públicos.
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3.2.Las relaciones socio-laborales

De acuerdo la Organización Internacional del Trabajo (OIT) el objetivo principal del 

diálogo social es promover el consenso y la participación democrática de los 

interlocutores del mundo del trabajo. Cuando las estructuras y los procesos del 

diálogo social son exitosos, tienen el potencial de resolver temas económicos y 

sociales, avanzar en la paz y estabilidad social y estimular el progreso económico.

Asimismo, la OIT destaca que la forma en que funciona el diálogo social es distinta de 

acuerdo al país y la región de que se trate.

El ordenamiento jurídico de Uruguay ha carecido históricamente de una 

reglamentación sistemática y orgánica en materia de negociación colectiva. El sistema 

de relaciones laborales se ha caracterizado tradicionalmente por un importante grado 

de libertad en lo que refiere a la negociación colectiva, de allí que como principio

general el contenido de los convenios sea sumamente amplio. 

Esta circunstancia contrasta con la regulación de las relaciones individuales del trabajo 

donde la intervención estatal ha sido intensa, habiéndose dictado una reglamentación 

amplia y detallada a través de la sanción de numerosas leyes, decretos y resoluciones. 

Dichas disposiciones permanecen sin sistematizarse ya que el país ha prescindido de 

la aprobación de un código, de una consolidación de normas o de una ley general del 

trabajo.

Sin embargo, está en proceso de aprobación una Ley cuyo objetivo es la creación de un 

“Sistema Nacional de Negociación Colectiva”, la cual ha sido fuertemente cuestionada 

por el sector empresarial.

A juicio de la CIU, es necesario que la mencionada Ley contemple las propuestas de las 

organizaciones representativas de empleadores, en la búsqueda de una 

reglamentación de consenso, que permita como resultado superar las deficiencias que 

el futuro sistema exhibe en la materia.

La nueva Ley consagra la injerencia del Estado y del sindicato en la empresa, lo cual es 

violatorio de derechos constitucionales como la libertad de trabajo, el derecho de 

propiedad y la libertad de comercio e industria. A su vez, establece la obligación de 

negociar y privilegia la negociación tripartita por sobre la bipartita.

La Negociación Colectiva debe ser funcional a los intereses de las partes. Si no están 

contemplados dichos intereses, el modelo no cumple su objetivo, presagia su difícil 

aplicación y la corta duración de la norma.

El derecho de organización y dirección, conjuntamente con el derecho de propiedad y 

libertad de empresa constituyen el núcleo central de los derechos empresariales. Si se 
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afecta cualquiera de ellos, se está atentando contra la propia existencia de la empresa,

afectando la eficiencia y la productividad, así como el crecimiento del aparato 

productivo, sin que ello beneficie a los trabajadores.

Una reglamentación armónica del derecho de los trabajadores y del derecho de los 

empleadores permitiría que no se produjeran desequilibrios que pongan en riesgo el 

normal funcionamiento del sistema. 

A entender de la CIU, las relaciones laborales deberían ser consideradas bajo la 

protección de la libertad de trabajo, libertad de empresa, del poder de dirección de la 

empresa por parte del empresario y del derecho de propiedad.

Las normas referidas a las relaciones laborales deberían estar integradas en un 

verdadero sistema, de forma que sean equitativas, equilibradas, eficaces y 

contemplativas de los intereses, derechos y responsabilidades de los dos actores 

sociales involucrados, empleadores y trabajadores. 

En los últimos años se ha encarado una profunda reforma del derecho del trabajo, con 

absoluto desconocimiento de los aportes del sector empresarial, nulo reconocimiento 

del derecho de los empleadores, en un marco de ausencia de verdadero diálogo social 

y consulta tripartita efectiva. 

Sin articular consensos, se han modificado las normas vigentes sin ningún tipo de 

participación o consulta efectiva, ni se han considerado aportes del sector empresarial 

como en el caso de la derogación del Decreto que permitía el desalojo por el Ministerio 

del Interior de los locales ocupados.

Existen normas dictadas en oposición a lo solicitado por el sector empresarial y que no 

recogieron ninguno de sus aportes más significativos. El proceso de elaboración de 

dichas normas no contempló uno de los principios fundamentales que la propia OIT 

impulsa: la realización de consultas tripartitas efectivas, es decir, que habiliten la plena 

participación de los sectores empleador y trabajador.

Un comentario especial merece el impacto de estas regulaciones en las pequeñas y 

medianas empresas, las cuales en la mayoría de los casos no tienen la infraestructura 

necesaria para participar de los ámbitos de negociación y para implementar todas las 

exigencias que emanan de las mismas. 

Muchas de las disposiciones son concebidas para empresas de mayor porte y por tal 

razón están enfrentadas a la realidad de las PYMES, que necesitan regulaciones 

concebidas para su normal funcionamiento. Por ejemplo, se definen categorías 

laborales, sueldos mínimos por categoría, beneficios para los empleados (licencias 

especiales, licencias sindicales, etc.), que no atienden al tamaño de las empresas, 
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impactando mayormente en las PYMES debido a razones de escala y niveles de 

productividad. 

En síntesis, las normas han sido dictadas sin la realización de consultas oportunas y 

calificadas al sector empleador. Se ha expresado en reiteradas oportunidades la 

necesidad de crear un moderno “Sistema de Relaciones Laborales” y en cambio se ha 

persistido en la generación de una serie de normas aisladas, no sistémicas, genéricas y

por tanto provocadoras de incertidumbre jurídica, que perjudican directamente a los 

empleadores. Por otro lado, se regularon sólo algunos aspectos parciales referidos a

las relaciones laborales, consagrando derechos a una sola de las partes, los 

trabajadores, ignorando los derechos de los empleadores. 

En consecuencia, el proceso en el que las normas referidas precedentemente fueron 

dictadas, altera el necesario equilibrio entre los interlocutores sociales, implicando una 

discriminación en perjuicio de los propios empleadores al no haber sido realizadas las 

consultas efectivas en la mayoría de los casos, y no recoger ninguno de los aportes de 

mayor interés para el sector empresarial.
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3.3. Política comercial

3.3.1. Estrategia de inserción internacional

En los últimos años, se ha intensificado el debate sobre la estrategia de inserción 

internacional de nuestro país.

En tal sentido, el abordaje que se hace desde la Cámara considera los distintos 

ámbitos de negociación en los que Uruguay concreta su inserción externa. 

Propuestas

i) Aplicar un efectivo tripartismo y el dialogo social en los procesos de creación y 

aprobación de normas laborales.

ii) Negociación Colectiva:

 Mejorar la Ley de Negociación Colectiva, para que recoja y proteja los derechos de los 

empleadores y  trabajadores en un sano equilibrio.

 Consultar a la OIT para que se expida respecto a lo dispuesto por la Ley de 

Negociación Colectiva. 

iii) Aprobar una ley que reglamente el Derecho Constitucional de Huelga.

iv) Modernizar la Ley de Consejos de Salarios.

 Que se transforme en una herramienta útil y moderna al servicio de los actores 

sociales y que atienda los intereses de las PYMES.

 Introducir conceptos como la Productividad para mejorar las remuneraciones.

v) Derogar el Decreto que regula las ocupaciones de los lugares de trabajo.

 Partiendo de la base que es un acto ilícito que excede el Derecho de Huelga.

vi) Uniformizar la normativa respecto de la Seguridad y Salud Ocupacional.

vii) Modificar la Ley de “Descentralización Empresarial” (Tercerizaciones).

viii)Mejorar el proceso laboral, asegurando las garantías procesales de todas las 

partes.
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A nivel multilateral, en la Organización Mundial de Comercio (OMC) se están llevando 

adelante las negociaciones en la Ronda Doha, aunque las mismas están actualmente 

estancadas. 

Para nuestro país, los últimos avances ya permiten visualizar cuáles serían los 

impactos de alcanzarse un acuerdo. Del análisis de los últimos textos y en función de 

algunas investigaciones que estudiaron los eventuales resultados para Uruguay, los 

impactos son dispares según el sector de que se trate.

Uruguay ha mantenido una posición activa en dicho ámbito, a través del cual obtuvo 

tradicionalmente importantes beneficios comerciales, pero dado el tamaño de nuestro 

país y de las características de dichas negociaciones, su poder negociador es limitado.

A pesar de ello, cabe notar que el ámbito multilateral es uno de los escasos espacios 

en los que actualmente participa nuestro país, donde las negociaciones están en curso

y en el cual podrían existir oportunidades para mejorar las condiciones de acceso en 

terceros mercados, especialmente en los de mayor poder adquisitivo. Como resultado 

de estas negociaciones, se espera que el país obtenga beneficios en las condiciones de 

acceso (baja de aranceles y aumento de los contingentes) para sectores muy 

importantes de la agroindustria.

Por otra parte, para algunas ramas industriales los impactos son negativos, tanto por 

la pérdida de protección en el mercado interno así como por la erosión de preferencias 

en mercados con los que Uruguay tiene algún tipo de acuerdo comercial. 

Las flexibilidades disponibles en la negociación deben optimizarse para minimizar 

dichos perjuicios. Además, la Cámara propone que se diseñen políticas de 

reconversión, que tengan como objetivo aumentar la competitividad de los sectores 

afectados, para enfrentar en mejores condiciones el nuevo escenario. 

Para alcanzar ambos objetivos, es necesaria la participación del sector privado, para 

que pueda aportar sus propuestas, de modo que se contemplen los intereses del 

sector industrial y se obtengan resultados efectivos.

A nivel regional, los países del MERCOSUR no han cumplido plenamente con lo 

estipulado en sus tratados constitutivos, quedando por el camino ya no sólo la 

conformación de un Mercado Común sino también la concreción de una Unión 

Aduanera. Entre otros factores, las excepciones al Arancel Externo Común y las 

persistentes restricciones aplicadas al comercio regional -violatorias de la normativa 

del bloque-, han desnaturalizado el esquema de integración.

Por otro lado, el bloque regional no logró avanzar en relación a una de las mayores 

expectativas generadas en el país cuando se incorporó a este proceso de integración. 

En particular, la referida a que el MERCOSUR fuera la plataforma de negociación con 
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terceros países, especialmente con aquellos de mayor poder adquisitivo, con los cuales 

la región no tenía relaciones comerciales preferenciales.

En ese marco y atendiendo a los intereses productivos de los principales socios, el 

MERCOSUR no cumplió con tal objetivo. Tal circunstancia fue generando una situación 

relativamente desfavorable con respecto a las mejoras de acceso alcanzadas por otros 

países de la región y del mundo, especialmente en los últimos años.

Actualmente, la estrategia de inserción del país se encuentra enmarcada en dos 

direcciones opuestas. 

Por un lado, existe cierto consenso en la identificación de las dificultades que enfrenta 

el MERCOSUR a la hora de avanzar en el tratamiento de los principales asuntos de su 

agenda interna y externa. Como resultado, y dadas las magras expectativas de un 

cambio de rumbo, el sector privado acompañó y luego impulsó las iniciativas para 

obtener mejores condiciones de acceso, negociando con terceros países de forma 

unilateral.

Pero por otro lado, la posibilidad anterior no sería compatible con los objetivos 

plasmados en el Tratado de Asunción, ya que el mismo pretende la conformación de 

un Mercado Común con la previa constitución de una Unión Aduanera. Y dicho proceso 

implica, entre otros, la aplicación de una Política Comercial Común -en particular un 

Arancel Externo Común-, que obliga a que los Estados Parte negocien conjuntamente 

con terceros países.

Independientemente de las dificultades mencionadas, el MERCOSUR continúa siendo 

un socio comercial de suma importancia para el país, destino que absorbe las 

principales exportaciones de Manufacturas de Origen Industrial que coloca Uruguay en 

mercados externos. 

Por lo expuesto, no parece razonable plantear una dicotomía entre la profundización 

del MERCOSUR o una eventual ruptura con el bloque. Por el contrario, la CIU cree 

necesario seguir insistiendo en que la pertenencia al MERCOSUR no puede implicar 

para nuestro país una limitante para desarrollar su industria y captar nuevas 

inversiones.

En ese contexto, Uruguay debe mantener las preferencias derivadas de los acuerdos 

vigentes con los países de la región e impulsar la real liberalización del comercio intra 

zona. 

Paralelamente, el país debe negociar flexibilidades que le permitan el cierre de 

acuerdos comerciales bilaterales de alcance profundo con países de extrazona, 

especialmente con aquellos países de mayor poder adquisitivo, como ya se hizo 

exitosamente con México pocos años atrás.
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En última instancia, a juicio de la Cámara, sería conveniente que la estrategia de 

negociación del Uruguay en el MERCOSUR, esté orientada principalmente a lograr estos 

objetivos y no a profundizar el perfeccionamiento de la Unión Aduanera.

3.3.2. Instrumentos de política comercial

Alineado a una estrategia de inserción externa como la anteriormente descripta, 

muchos de los instrumentos de política comercial que Uruguay utiliza para otorgar 

condiciones de competencia a la industria, principalmente a las ramas de mayor 

orientación exportadora, deben ser preservados y en algunos casos perfeccionados.

La adopción del Arancel Externo Común (AEC) causó inconsistencias arancelarias 

importantes para nuestro país, las cuales, en alguna medida, distintos regímenes 

excepcionales han permitido atenuar (Admisión Temporaria, Bienes de Capital, Bienes 

de Informática y Telecomunicaciones, Lista de Excepciones al AEC, etc.). 

Atendiendo a razones de asimetría entre los miembros del bloque y mientras no 

prospere la profundización de la integración regional, es prioritario acordar que se 

extienda la vigencia de tales mecanismos, que permiten el acceso a maquinarias, 

equipos e insumos en condiciones competitivas.

En el marco anteriormente descripto, se torna fundamental la permanencia del 

Régimen de Admisión Temporaria para las exportaciones a la región.

Propuestas

i) Procurar una negociación equilibrada en el ámbito multilateral.

 Las flexibilidades disponibles deben optimizarse para minimizar eventuales perjuicios 

para la industria.

 Diseñar políticas de reconversión para sectores perjudicados por los compromisos 

que habrá que asumir tras el eventual cierre de las negociaciones de la Ronda Doha.

ii) Redefinir la estrategia de negociación con el MERCOSUR.

 Impulsar la posibilidad de negociar bilateralmente con terceros mercados.

 Incidir en la redefinición de la agenda interna del bloque, favoreciendo las acciones 

vinculadas a la liberalización del comercio intra zona y no impulsando las que estén 

orientadas a fortalecer al bloque como Unión Aduanera.
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Alcanzar estos objetivos permitirá mantener el acceso a materias primas e insumos 

industriales en condiciones competitivas, y así mejorar las posibilidades de Uruguay de 

captar flujos de inversión en negocios vinculados a las manufacturas de mayor 

contenido tecnológico.

La perdurabilidad de tales instrumentos debería estar vinculada al logro de avances

específicos en el proceso de integración, y no a una fecha en particular, por lo que se 

cree necesario impulsar una negociación en el MERCOSUR en esa dirección, que se 

justifica dadas las asimetrías tanto estructurales como funcionales que afectan a los 

países más pequeños del bloque.

En lo que respecta a la Ley 18.184 que regula el instrumento de la Admisión 

Temporaria, es necesaria la aprobación del decreto reglamentario que contemple los 

planteos de la CIU. 

Respecto a estímulos a la actividad exportadora, deben adecuarse los regímenes de 

Devolución de Tributos –acortándose los plazos de exigibilidad y en algunos casos 

aumentando las tasas- y de Prefinanciación de Exportaciones –aumentando las tasas 

vigentes y extendiéndolas a todos los sectores de actividad-.

En cuanto al Régimen de Zona Franca y al Régimen de Puerto Libre, teniendo en cuenta 

las negociaciones en curso relativas a la elaboración de un Código Aduanero del 

MERCOSUR, debe procurarse el mantenimiento de tales regímenes, en las actuales 

condiciones, salvaguardando el posicionamiento estratégico como centro de 

distribución regional que el país viene construyendo.

Si bien la política comercial del Uruguay es, en general, de corte aperturista, no deben 

descuidarse los instrumentos asociados a los intereses defensivos.

En relación a los instrumentos de defensa comercial, si bien están instrumentados y 

plenamente vigentes, en la práctica son de difícil aplicación por las pequeñas y 

medianas empresas. Sería conveniente que el sector público, en conjunto con el 

privado, mejoren los mecanismos para que más sectores o empresas puedan 

utilizarlos cuando corresponda.

En igual sentido, si las condiciones no cambian, Uruguay deberá preservar los 

instrumentos desplegados en respuesta a la competencia desleal de productores 

argentinos, originadas en respuesta de los beneficios que le otorgan los regímenes de 

Promoción Industrial de dicho país como así también por los efectos de la aplicación 

de detracciones en algunas cadenas productivas.

Un último instrumento de política comercial que Uruguay debe utilizar en forma 

adecuada, refiere a la valoración aduanera. En efecto, en varios sectores -

principalmente en calzado y vestimenta-, los precios de importación procedentes de 
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los países asiáticos son inferiores a los de otros orígenes y a los registrados en otros 

destinos de comercialización para productos similares. 

Con los mismos instrumentos disponibles que puede utilizar Uruguay, algunos países 

de la región han tomado la decisión de impulsar mayores controles aduaneros,

tendientes a verificar más eficazmente el valor de las mercaderías importadas -

fundamentalmente las originarias de los países asiáticos-, en defensa de los intereses 

sectoriales y fiscales.

En función de ello, se propone incorporar alguna de las prácticas regionales relativas al 

control de la valoración aduanera, como forma de enfrentar la problemática de la 

subfacturación.
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Propuestas

i) Promover negociaciones en el MERCOSUR tendientes a lograr los siguientes 

objetivos:

 Prórroga del plazo de vigencia para la utilización de la Admisión Temporaria en el 

comercio intra regional.

 Eliminación de toda medida arancelaria y no arancelaria.

 Condicionar la vigencia de los regímenes especiales a condiciones vinculadas al 

perfeccionamiento de la Unión Aduanera.

 Mantenimiento de los regímenes de Zonas Francas y Puerto Libre en las condiciones 

actuales.

ii) Aprobar el Decreto Reglamentario de la Ley 18.184 (regímenes de promoción 

industrial). 

iii) Perfeccionamiento de los instrumentos de estímulos a la actividad 

exportadora.

 Devolución de Tributos a la Exportación.

o Mejoramiento de tasas.

o Acortamiento de los plazos de exigibilidad de los certificados.

o Efectiva ejecución de los fondos resultantes del ahorro generado, como consecuencia 

de la modificación de tasas realizada en el año 2007.

 Prefinanciación de Exportaciones: 

o Mejoramiento de tasas, extensivas a todos los sectores de actividad industrial 

exportadora.

iv) Creación de una Unidad de Apoyo a las PYMEs, público-privada, para el 

análisis, evaluación y aplicación de Instrumentos de Defensa Comercial.

v) Incorporar alguna de las prácticas regionales relativas al control de la 

valoración aduanera, como forma de enfrentar la problemática de la
subfacturación.



24

3.4. Infraestructura para el desarrollo

3.4.1. Energía

Los nuevos fenómenos climáticos que afectan en la actualidad al mundo y 

especialmente a nuestra región, sumado a las fluctuaciones que en los últimos años ha 

presentado el precio internacional del petróleo, han definitivamente puesto en agenda 

la importancia de contar con una Política Energética de largo plazo. 

El país cuenta con una Matriz Energética poco diversificada y especialmente 

dependiente del petróleo y sus derivados, así como de la generación de energía 

eléctrica fundamentalmente basada en la utilización de los recursos hídricos. Además, 

el país no ha alcanzado niveles aceptables de eficiencia energética, situación que 

afecta tanto a la generación de energía como al consumo. 

A partir de un diagnóstico consensuado, deberá apostarse a una más rápida 

diversificación de la Matriz Energética, cuyo objetivo primordial debe ser evitar la 

dependencia en pocos recursos, muy dependientes de factores no controlables por el 

país (precio internacional del petróleo y cambios climáticos). En este sentido, 

corresponde mencionar que si bien hay experiencias recientes tanto en energía eólica 

como en biomasa, el país aún cuenta con una reducida capacidad instalada para la 

generación de niveles relevantes de energía generada a través de este tipo de recursos 

no tradicionales. Además, la misma deberá tener en cuenta no sólo los aspectos 

socioeconómicos sino también los medioambientales asociados a los nuevos 

emplazamientos y tecnologías a utilizar.

El foco de la estrategia, tendiente a alcanzar una diversificación energética, debe tener 

en cuenta la importancia que tiene para el desarrollo industrial y la captación de 

nuevas inversiones tanto la seguridad de abastecimiento como el acceso a insumos 

energéticos a costos competitivos.

Por su parte, la falta de inversiones en infraestructura energética ha provocado 

ineficiencias en la generación y distribución de energía.

Por la combinación de los factores comentados –crecimiento de la demanda, picos 

históricos del precio internacional del petróleo, cambio en el promedio de las 

precipitaciones históricas del país, postergación de inversiones y la falta de tecnología 

para el desarrollo energético-, la seguridad de abastecimiento y la oferta energética a 

precios relativamente bajos se encuentra amenazada.

Las particularidades energéticas del Uruguay indican que se contaría con reservas de 

recursos energéticos, tales como petróleo, gas natural e incluso algún tipo de mineral 

con potencial energético. 
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Es necesario acelerar y profundizar las acciones iniciadas para probar la existencia de 

dichas reservas así como para iniciar la explotación de las mismas por parte de 

empresas especializadas.

En lo que refiere a la energía eléctrica, la normativa nacional relacionada a dicho sector 

define el rol del Estado en lo que refiere a la regulación y a la explotación económica. 

Si bien esta última se encuentra vinculada a la transmisión, distribución y 

comercialización, en los hechos la generación de energía está casi en su totalidad en 

manos del Estado. Para la Cámara, es esencial la búsqueda de mecanismos para 

propender a una mayor participación del sector privado, principalmente en el área de 

la generación.

Por otro lado, el país está intentando avanzar en la integración energética regional 

como instrumento para optimizar los recursos energéticos. A pesar de ello, se 

identifican importantes dificultades dadas las diferentes estrategias geopolíticas 

seguidas por los países del MERCOSUR y de la región Latinoamericana. Además, 

muchas veces las inestabilidades políticas y económicas asociadas a los países de la 

región, han sumado más dificultades. Igualmente,  deben realizarse los mayores 

esfuerzos por alcanzar los acuerdos necesarios para finalmente viabilizar proyectos de 

integración energética, ya que, en su gran mayoría, genera beneficios mutuos.

Por último, desde hace años, la Cámara ha bregado por la desmonopolización de 

mercados donde la introducción de la competencia trae beneficios para la sociedad en 

su conjunto, tanto por reducciones de precios como por mejoras en la calidad de los 

productos o servicios ofrecidos.

En el caso de los derivados del petróleo, tal consideración es aún más importante, 

pues, se trata de un insumo básico para los sectores productivos, el cual incide 

fuertemente en la competitividad y desarrollo del país. 

Del análisis de la experiencia internacional surge que países de todas las orientaciones 

ideológicas y políticas transformaron sus empresas públicas y desmonopolizaron los 

mercados, cosechando rápidamente las ventajas del cambio.

En conclusión, la discusión debe centrarse en la solución al problema descripto y no en 

el diagnóstico. En este sentido, más allá de las discusiones vinculadas a la propiedad 

de las empresas públicas, la apertura del mercado -a través de la modalidad que se 

elija- debe asegurar la existencia de precios internacionalmente competitivos para los 

consumidores uruguayos, así como niveles de calidad apropiados.
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3.4.2. Logística

La demanda por la distribución física en Uruguay, si bien se vio parcialmente afectada 

por la reciente crisis internacional, igualmente continuará creciendo. A su vez, las 

políticas públicas deberán seguir siendo elaboradas tomando en cuenta a la región y 

en especial a la estrategia logística de los países vecinos. En particular en lo que refiere 

a las posibles obras conjuntas de impacto regional, así como al mantenimiento de la 

infraestructura actualmente disponible de utilización compartida (dragados comunes, 

Propuestas

ii) Implementar una Política Energética de largo plazo tendiente a lograr los 

siguientes objetivos:

 En base a estudios técnicos, explorar la viabilidad del uso de nuevas fuentes no 

renovables de energía no utilizadas hasta el momento por el país (nuclear, carbón, 

gas licuado).

 Fomentar los estudios prospectivos que permitan alcanzar independencia energética 

en recursos no renovables actualmente utilizados por el país (petróleo, gas natural).

 Continuar con la exploración e inversiones en energías renovables no tradicionales

(eólica, solar, entre otras).

 Concretar inversiones tendientes a una mejora de la infraestructura disponible, al 

aumento de la eficiencia y a la incorporación de nuevos recursos energéticos (por 

ejemplo, planta regasificadora GNL).

 Fomentar la integración energética regional.

 Seguir avanzando en la apertura del sector energético a la inversión privada, 

adecuando la normativa y especialmente facilitando la comercialización de sus 

excedentes.

 Desmonopolizar el mercado de combustibles, hasta la liberalización total de la 

importación.

 Fortalecer y dotar de mayor independencia a organismos públicos vinculados a la 

planificación, regulación y control como la URSEA, ADME y la DNETN del MIEM.

 Implementar políticas de eficiencia energética tanto en la etapa de la generación 

como en la del consumo.
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hidrovía, entre otros), y la aprobación de normativa comunitaria al respecto que 

favorezca los intereses de nuestro país.

La logística es un eslabón fundamental en la cadena de valor industrial y tiene un 

importante peso en la estructura de costos. De acuerdo a estudios internacionales, en

el caso de América Latina y el Caribe, los mismos alcanzan el 25% de los precios de 

venta, mientras que en el caso de los países que integran la OCDE la participación se 

reduce al 8%. 

Los aspectos que impactan directamente en los costos logísticos se relacionan a 

aspectos de infraestructura como de eficiencia en la prestación de los servicios de 

transporte. 

En lo que refiere a la construcción de nuevas obras, el mantenimiento de la 

infraestructura actual y la inversión en equipamiento y maquinaria por parte de los 

prestadores de servicios, el país tiene una gran oportunidad para mejorar. 

Está demostrado que es poco eficiente realizar nuevas inversiones o sustitutivas no 

proporcionales a las inversiones en mantenimiento, aspecto que Uruguay también 

deberá atender para optimizar los recursos destinados a tales fines. En particular, las 

nuevas inversiones deben concretarse en obras innovadoras, que estén alineadas a un 

desarrollo estratégico de más largo plazo.

En nuestro país, tanto la infraestructura como la eficiencia de los prestadores de 

servicios vinculados a la logística han evolucionado en forma dispar según el sub 

sector de que se trate.

En particular, la aplicación de regímenes como los de zona franca, puerto libre, 

Admisión Temporaria y algunas disposiciones negociadas en el MERCOSUR, han dado 

un impulso trascendente para el desarrollo del sector logístico en Uruguay. En este 

marco, el país se está posicionando como una plataforma competitiva de 

comercialización de los dos socios mayores del MERCOSUR. 

En el sur del continente hay varios puertos que compiten con el de Montevideo, 

especialmente el de Buenos Aires y el de Santos, por lo que la estrategia logística del 

país debe enmarcarse en este contexto.

En lo que refiere a la actividad portuaria, la Ley de Puertos permitió el mayor desarrollo 

del sector, mostrado crecientes niveles de productividad, en especial los puertos de 

Montevideo y Nueva Palmira. 

Asimismo, tanto la concesión de la Terminal de Contenedores como el ingreso de 

operadores internacionales también favorecieron el desarrollo portuario del país. De 

todas formas, el desafío está presente en darle continuidad a los proyectos, en seguir 
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reduciendo los costos de la operativa portuaria y en realizar las reformas o 

adaptaciones de la legislación nacional que permitan mantener y mejorar los niveles de 

competitividad alcanzados en la actualidad.

Por otra parte, se necesitan mayores niveles de inversión aplicadas a las redes de 

transporte terrestre, principalmente en lo que refiere al transporte ferroviario. En este 

caso, resulta prioritario definir un marco para viabilizar proyectos de inversión 

privados o eventualmente público-privados, para realizar las inversiones necesarias 

(mantenimiento y sustitución de vías, equipos de transporte, tecnología, etc.) a los 

efectos de lograr su operatividad. La misma está cada vez más justificada dado el 

crecimiento de la actividad en determinados sectores industriales que se verían muy 

favorecidos por el desarrollo de este medio de transporte (en particular, la cadena 

maderera).

Propuestas

i) Focalizar las nuevas inversiones en el sector ferroviario, marítimo y fluvial.

 Redes ferroviarias.

 Puertos de aguas profundas.

 Potenciación de la hidrovía.

 Segunda terminal de contenedores.

 Terminales portuarias privadas.

ii) Incrementar la participación del sector privado en proyectos vinculados a la 

infraestructura logística, en particular ferroviaria y fluvial.

iii) Aumentar el gasto en el mantenimiento de las redes de transporte (carretero, 

fluvial, ferroviario).

iv) Mantener una posición activa en las negociaciones con los países de la región 

enfocada a lograr los siguientes objetivos: 

 Concretar los proyectos de interés común vinculados a la integración física:

o Dragado del Canal Martín García.

o Dragado Río Uruguay.

o Corredores carreteros.

 Negociar la aprobación de normativas alineadas a los intereses del sector logístico, 

tanto en lo que refiere a regímenes aduaneros y portuarios, así como a las 
regulaciones vinculadas a la prestación de los servicios de transporte.
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3.5.La educación y el desarrollo industrial

La transformación del sistema educativo es un elemento distintivo de los procesos de 

industrialización reciente, la cual, principalmente en países pequeños como el nuestro,  

está también asociada a la generación de mayores capacidades para favorecer la 

innovación. Además, en esos casos, las transformaciones estuvieron alineadas a las 

estrategias de desarrollo industrial de largo plazo, definidas mayoritariamente a través 

de acuerdos público-privados.

Uruguay alcanzó altos niveles educativos que lo diferenciaban en América Latina, 

activo que no debe descuidar. Asimismo, la oferta educativa sigue disociada a las 

necesidades de los sectores productivos -en particular del industrial- y deberá 

reenfocarse hacia la generación de mayores condiciones de empleabilidad de la 

población. Para ello resulta prioritario que el sector empresarial participe de los 

ámbitos relacionados al diseño de los programas formativos.

Es por la vía de la mayor capacitación que concebimos la forma de alcanzar mayores 

niveles de competitividad y por tanto mejores niveles de ingreso, lo cual está ligado al 

mejor desempeño y a la incorporación de nuevas destrezas y habilidades por parte de 

quienes se desempeñan en la actividad industrial.

En lo que refiere a la educación terciaria, deberá apostarse a mantener la calidad 

educativa que ha caracterizado a los profesionales uruguayos. Asimismo, se cree 

necesaria la implementación de políticas para favorecer la formación de mayor 

cantidad de egresados vinculados a las carreras científicas y tecnológicas, 

principalmente aquellas que tendrán mayor demanda futura, de acuerdo a las 

tendencias internacionales y a la estrategia de desarrollo seguida por el país.

En cuanto a las instituciones de formación técnica, es necesario que las mismas 

alcancen niveles de excelencia que permitan generar egresados con una preparación 

adecuada a las actuales exigencias del mercado laboral. Además, debe profundizarse 

la descentralización de la oferta educativa de dichas instituciones, para que 

acompañen los procesos de descentralización industrial.

Por su parte, el esquema de formación técnica deberá contemplar las tendencias 

mundiales basadas en un enfoque de formación por competencias y educación para el 

trabajo. Como existe en otros países, a nivel de la educación técnico-profesional sería 

importante establecer un Sistema Nacional de Formación para el Trabajo, para hacer 

un mejor aprovechamiento de las capacidades de los recursos humanos así como para 

disminuir los costos de transacción en este segmento del mercado laboral.

A través del Instituto de Formación, la Cámara viene realizando desde hace muchos 

años un importante esfuerzo por aumentar la oferta de cursos y seminarios técnicos 
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dirigidos a las necesidades de las empresas industriales. La CIU apuesta a potenciar el 

instituto, incluso ampliando la oferta hacia nuevos cursos orientados a la iniciación

profesional, a la educación profesional técnica de nivel medio, formación de 

tecnólogos en distintas áreas, etc.

Propuestas

i) Debería generarse un Sistema Nacional de Formación para el Trabajo.

 Incrementar el vínculo entre el conjunto de entidades que ofrecen formación técnica, 

tecnológica y formación profesional, para mejorar la estructura de la oferta educativa. 

 Articular sistemática y eficazmente la oferta, con las necesidades del mundo del 

trabajo.

 Definición de normas nacionales de competencia laboral, en procesos concertados con

los actores sociales del país. 

ii) Articular el sistema educativo formal, estableciendo mecanismos de 

equivalencias y homologaciones.

iii) Propender a la mayor descentralización de las universidades y de las 

instituciones de formación técnica.

iv) Implementar políticas para favorecer la formación de mayor cantidad de 

egresados vinculados a las carreras científicas y tecnológicas.

v) Promover una formación básica en informática, prevención, seguridad laboral y 

actitud hacia el trabajo, a gran escala.

vi) En conjunto con el sector público, implementar un sistema de normalización, 
formación y certificación por competencias laborales.
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4. ACCIONES DE POLÍTICA INDUSTRIAL

4.1. Innovación y desarrollo tecnológico

Tanto los países desarrollados como los de reciente industrialización cuentan con una 

fortaleza relevante en relación a los recursos volcados a los sistemas nacionales de 

innovación y a la capacidad de interacción entre los actores involucrados, como forma 

de sacar el máximo provecho de los mismos. 

En este último aspecto, apostamos a que se consoliden las políticas de apoyo a la 

creación de redes de PYMES innovadoras, ya que en economías cada vez más abiertas, 

este tipo de empresas sólo pueden ser competitivas si están especializadas, si operan 

en un contexto de cooperación y logran externalidades positivas que mantienen la 

cohesión del grupo de empresas.

Se ha demostrado que las PYMES suelen tener ventajas para la innovación en diseño o 

mejoras en el diseño, en imitación, en desarrollo de nuevo productos respecto de las 

grandes empresas. Además, también debe tenerse en cuenta que por sus 

características (flexibilidad, adaptabilidad, etc.), tienen más presencia innovativa en 

algunas ramas industriales que en otras, pueden internalizar rápidamente cambios en 

la demanda de los consumidores, pueden especializarse -estimulando su actividad 

innovadora- y pueden desarrollar relaciones industriales de cooperación con otras 

empresas pequeñas.

Sin perjuicio de que una red de PYMES presente potencialidad en sí misma, hay que 

notar que el elemento diferenciador y que más contribuiría a que la empresa pequeña 

se especialice, incremente su eficiencia y se vuelva innovadora, podría ser su vínculo 

con empresas de diferente tamaño, y particularmente con medianas y grandes que 

fijarían pautas de calidad siempre crecientes y arrastrarían a la pequeña empresa hacia 

una  transformación sustancial.

Nuestro país muestra un gran rezago en materia de innovación y desarrollo aunque en 

los últimos años se han impulsado acciones para superar esta debilidad. En este 

campo, la responsabilidad de introducir la innovación como un elemento central del 

desarrollo industrial, es cada vez más compartida entre los distintos actores: 

empresas, academia, Estado y organizaciones empresariales. 

Con relación a las responsabilidades del Estado se ha avanzado en la dirección 

correcta, destinando apoyos sustanciales a través de estímulos fiscales, subsidios, o 

instrumentos combinados, que deberían movilizar la potencialidad innovadora de las

empresas y fortalecer las instituciones de apoyo (centros de vigilancia y/o vinculación 

tecnológica, desarrollo de plataformas tecnológicas, etc.). Para consolidar este 



32

proceso, sería favorable aumentar la interacción de las organizaciones que tienen por 

objetivo impulsar el desarrollo tecnológico –LATU, ANII, instituciones educativas,

gremiales empresariales, etc.-, las que comparten los mismos objetivos con relación al 

desarrollo industrial.

La Cámara compromete su esfuerzo para que las empresas adquieran mayores 

capacidades en la materia, apostando al fortalecimiento del Centro de Gestión 

Tecnológica que funciona en nuestra institución desde hace quince años.

La academia también se ha alineado a los objetivos estratégicos que el Gobierno 

impulsó. A la vez, se plantean importantes desafíos para acompasar la transformación 

del sistema educativo al proceso de generación de nuevos conocimientos.

Lo importante será consolidar la institucionalidad creada, profundizar las acciones y  

facilitar la utilización de los instrumentos a los efectos de que los beneficios se 

derramen en las empresas y así se generen fuentes genuinas de innovación que 

incrementen la competitividad.

Las experiencias exitosas deben ser seguidas de cerca para aprender de sus aciertos y 

descartar sus errores. La construcción de la confianza entre los empresarios aparece 

como uno de los elementos clave y en tal sentido, la necesidad de contar con alguna 

experiencia exitosa como efecto demostración resulta, asimismo, de la máxima 

importancia.

Siendo que en la comparación internacional el entramado empresarial uruguayo está 

dominado por pequeñas empresas, una primera etapa de este proceso podría 

enfocarse principalmente a acciones vinculadas a la adaptación de tecnologías y a la 

investigación aplicada, más alineada a los requerimientos y potencialidad de los 

sectores industriales.

Un último aspecto relevante en esta área refiere a la importancia del capital de riesgo o 

capital semilla como fuente para viabilizar proyectos innovadores. En nuestro país las 

experiencias son incipientes y deben potenciarse, para lo cual el rol del propio Estado 

resulta fundamental, no sólo aportando recursos sino facilitando la creación de nuevos 

fondos de estas características.
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4.2. Fomento del desarrollo empresarial

El objetivo de mejorar la performance competitiva de las empresas, aún desde 

distintos roles, es un desafío principalmente de las propias empresas, pero también 

que comparten las organizaciones empresariales que las nuclean y el Estado.

Con relación a esta temática, la Cámara ha cumplido un rol importante en el desarrollo 

de nuevos programas y servicios -la mayoría innovadores-, dirigidos principalmente a 

las PYMES.

En base a la experiencia acumulada en la CIU, se identificó el aumento de la 

productividad como el eje central de la orientación de las políticas vinculadas al 

desarrollo empresarial. En tal sentido, la Cámara propone la creación de un Plan 

Nacional para la Mejora de la Productividad.

Para ello, un primer aspecto que habrá que abordar es la elaboración de estudios 

sectoriales sobre productividad. Creemos, asimismo, que la experiencia de trabajo en 

clústers debe consolidarse porque es un potente instrumento para implantar 

programas asociados a la mejora de la productividad.

Propuestas

i) Consolidar la institucionalidad recientemente creada vinculada a la innovación.

 Desarrollar instrumentos adaptados a la realidad de la industria nacional, 

disminuyendo cargas burocráticas y haciendo más eficientes los procesos de 

evaluación y ejecución de los proyectos.

 Agregar a la integración de las autoridades de la ANII un representante designado por 

las organizaciones empresariales.

 Ampliar los centros de vigilancia y vinculación tecnológica, que funcionan tanto en la 

órbita pública como privada o mixta.

 Aumentar la interacción de las organizaciones que tienen por objetivo impulsar el 

desarrollo tecnológico –LATU, ANII, instituciones educativas, gremiales empresariales, 

etc.-.

ii) En una etapa inicial, priorizar el apoyo a proyectos asociados a la adaptación 

tecnológica y a la investigación aplicada.
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Aprovechando las externalidades positivas del sistema, es posible incrementar 

notoriamente la productividad y la competitividad de las empresas uruguayas, 

impulsando el trabajo conjunto de las mismas con una lógica de cadenas de 

suministro. Esto implica apuntar a la conformación de alianzas estratégicas 

horizontales y verticales, la subcontratación de procesos industriales, así como el 

estímulo a acciones tales como la mejora de la calidad, la eliminación de operaciones 

innecesarias, la optimización de procesos industriales, la reducción de tiempos de 

entrega, entre otros.

En segundo término, si bien Uruguay ha realizado importantes avances en lo que 

refiere a la institucionalidad vinculada a la calidad y sigue creciendo la masa de 

empresas certificadas, aún resta mucho por hacer.

En tal sentido, entre las principales acciones vinculadas a esta temática, se cree 

necesario fortalecer el Organismo Uruguayo de Acreditación (OUA), con el objetivo de 

obtener su reconocimiento internacional. Si este objetivo se concreta, disminuirían los 

costos de acreditación de las organizaciones de certificación y laboratorios, con un 

efecto favorable principalmente para las PYMES exportadoras, según coinciden todos 

los referentes de las principales instituciones involucradas en el Sistema Nacional de 

Calidad.

Para lograrlo, además de dotar de los fondos necesarios para el normal 

funcionamiento de dicho organismo, es recomendable aumentar las regulaciones del 

Estado en áreas en que el interés general lo justifique, para que los laboratorios de 

ensayos se acrediten bajo la norma ISO 17.025 y así fortalecer el Sistema Nacional de 

Calidad, asegurar la confiabilidad de los resultados y generar antecedentes para que el 

OUA logre los acuerdos internacionales de reconocimiento mutuo.

El sector público como el privado, deben seguir difundiendo la importancia de mejorar 

la gestión de las empresas, alcanzando mejores estándares de calidad, ya que para 

países como el nuestro es una herramienta que permite obtener ventajas competitivas, 

siendo que es más difícil generarlas por mayores escalas de producción.

En esa dirección, se considera que hay espacio para seguir ampliando el espectro de 

los premios de calidad, por ejemplo enfocándolos a nuevos segmentos (premios para 

PYMES por departamento, premios sectoriales, etc.).

También sería conveniente facilitar a las empresas el acceso a la calibración de un 

amplio rango de instrumentos y a la certificación del cumplimiento de normas. Con 

relación a estos últimos objetivos, si bien el LATU cubre una amplia gama de ensayos, 

en algunos casos la CIU propone que se asignen fondos para incrementar la 

disponibilidad de servicios de certificación, principalmente aquellos que por su baja 

demanda no justifican una inversión privada.
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En los últimos años, el emprendedurismo -históricamente relegado del discurso 

público- parece estar tomando especial impulso. Existe consenso por parte de actores 

públicos, privados y académicos sobre la importancia de incrementar y enriquecer con 

nuevos integrantes al entramado empresarial, principalmente con jóvenes 

emprendedores.

En la situación actual, puede notarse cierta concentración de la oferta de apoyo a los 

emprendedores en dos sectores puntuales: jóvenes recién graduados de carreras 

tecnológicas y empresarios de bajos recursos o emprendedores de supervivencia.

Se considera necesario ensanchar la base de programas de apoyo relacionados al 

espíritu emprendedor -algunos localizados en el interior del país-, que fomenten por 

ejemplo, la creación de más incubadoras de empresas, programas dirigidos a la 

generación de emprendimientos corporativos, programas educativos a todos los 

niveles, que promuevan el interés de las nuevas generaciones por la actividad 

empresarial, etc.
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Propuestas

i) Acciones productividad:

 Elaboración de un Plan Nacional para la Mejora de la Productividad, complementario de  

las acciones vinculadas a la internacionalización y a la innovación, con las 

orientaciones siguientes:

o Asignación de fondos públicos para impulsar acciones de mejora de productividad.

o Generar o fortalecer líneas de financiamiento bancario o financiamiento no reembolsable 

en condiciones ventajosas para las empresas, propiciando la inversión en activos fijos 

que mejoren la productividad.

o Impulsar campañas de difusión sobre las ventajas de mejorar la productividad, tanto a 

nivel de empresarios como de trabajadores.

ii) Acciones vinculadas a la calidad:

 Fortalecer el Organismo Uruguayo de Acreditación, con el objetivo de obtener su 

reconocimiento internacional.

 Ampliar las categorías del Premio Nacional de Calidad, enfocándolo a nuevos 

segmentos (PYMES del interior, sectoriales, etc.).

 Promover iniciativas regionales, para facilitar los trámites de envío de instrumentos a 

centros de calibración, en aquellos casos en los cuales no exista disponibilidad en el 

país.

 Asignar fondos para incrementar la disponibilidad de servicios de certificación, 

principalmente aquellos que por su baja demanda no justifican una inversión privada.

iii) Acciones emprendedurismo:

 Ensanchar la base de programas vinculados al fomento del emprendedurismo.

 Asignar recursos para la promoción de la actitud emprendedora de nuevos actores:

o Emprendedores corporativos.

o Estudiantes de todos los niveles y de instituciones tanto públicas como privadas.
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4.3. Promoción de exportaciones

Existe un alto grado de consenso entre agentes públicos y privados, sobre la necesidad

de avanzar en el proceso de internacionalización de nuestras empresas como medio 

para lograr un mayor grado de desarrollo económico y social en el Uruguay.

Para el sector industrial, la promoción de exportaciones es una de las políticas activas 

que debe ocupar un lugar de importancia en los próximos años, incluso bajo el 

liderazgo del propio Presidente de la República, ya que históricamente distintos 

intereses dentro de los gobiernos han desalentado el diseño de una institucionalidad 

efectiva para tales fines.

La orientación de estas políticas deberá estar dirigida no sólo a incrementar las 

colocaciones externas, sino también a aumentar la base de empresas exportadoras -

particularmente PYMES- y propender a la mayor diversificación de mercados y 

productos.

Hay opiniones coincidentes en cuanto a la necesidad de diseñar e implementar una 

estrategia para alcanzar el mencionado objetivo -como una política de Estado-, 

sustentada en una visión de largo plazo y que sea aceptada por todos los agentes. Al 

respecto, la Cámara se ha involucrado activamente cuando se han impulsado iniciativas 

en esta dirección y se compromete a realizar los mayores esfuerzos para que 

prosperen los procesos que están en marcha.

Uno de los componentes principales de esa estrategia de internacionalización, que 

necesariamente tiene que ser considerado, es la institucionalidad relativa a la 

promoción comercial.

Se entiende que para llegar a un modelo de institucionalidad satisfactorio, debe 

partirse del reconocimiento de que existen organizaciones públicas y privadas que 

actualmente ocupan espacios en relación a este tema. Por lo tanto, debería buscarse el 

equilibrio entre la creación de nuevas entidades, con la adecuación de las que hoy ya 

están en funcionamiento.

Entre otros elementos, una estrategia para alcanzar dicho objetivo debería contemplar: 

 la generación de una visión país de largo plazo, vinculada a una especialización 

productiva funcional a los objetivos de desarrollo.

 la promoción de la cultura exportadora en la sociedad basada en:

o la valorización de la calidad como rasgo distintivo de las empresas 

exitosas en el mercado internacional.

o la promoción de la innovación, el incremento de la productividad y la 

mejora continua.
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 el diseño de instrumentos eficientes de apoyo a la internacionalización de las

empresas.

A la larga, en la medida que se alcancen los objetivos trazados en la estrategia, el país 

contaría con un número creciente de empresas de clase mundial, con capacidad de 

competir tanto en el mercado interno como en el externo, con presencia en más 

mercados y con una oferta de productos que presenten mayor dinamismo en el 

comercio internacional.

Actualmente, el país cuenta con instituciones que cumplen este objetivo pero que 

trabajan de forma descoordinada, llevando adelante acciones aisladas sin que exista 

un plan estratégico a largo plazo respecto a los sectores con mayor potencial y que se 

deberían apoyar. A su vez, se ha hecho un uso ineficiente de los fondos destinados a la 

promoción de exportaciones, fracasando en el diseño de efectivos estímulos para 

promover las exportaciones y crear nuevos exportadores.

Los instrumentos para el logro de una mayor internacionalización de las empresas

industriales, deberán atender la problemática que atraviesan los diferentes sectores.

Para estos casos, las estrategias de promoción deberían reenfocarse y adaptarse al 

tamaño de las empresas, a las características productivas de los sectores y a las 

condiciones de acceso que enfrentan.

La CIU concibe el apoyo a la internacionalización a través de acciones concretas que 

faciliten el acceso de las empresas a la participación en ferias, misiones comerciales, 

rondas de negocios, información de mercados, certificación (de productos y sistemas), 

desarrollo de páginas web y herramientas para el comercio electrónico, creación de 

capacidades en áreas vinculadas al comercio exterior (capacitación y consultoría), 

conformación de departamentos de comercio exterior dentro de las empresas, 

conformación de consorcios de promoción de exportación, entre otros. 

A la vez, nuestro país debe avanzar en lo que refiere a acciones de inteligencia 

comercial, para detectar oportunidades de negocios, cambios en la demanda y 

oportunidades comerciales, relevar condiciones de acceso, canales de 

comercialización, empresas potencialmente compradoras, identificar modelos de 

penetración comercial, etc., para lo cual, por ejemplo, es necesario un rol más activo 

de las representaciones oficiales en el exterior.

La CIU si bien hace años que presta servicios vinculados a la internacionalización, 

muchos a través de la creación de metodologías propias (programas para desarrollo de 

nuevos exportadores, grupos asociativos, organización de ferias, misiones, rondas de 

negocios, facilitación de alianzas, capacitación, etc.), seguirá profundizando dichas 

acciones y en tanto prosperen los procesos público-privados dirigidos a elaborar una 

estrategia nacional de exportaciones, alineará dichos servicios al rumbo definido.
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Las empresas industriales también deberán seguir destinando recursos a mejorar sus 

capacidades vinculadas a la internacionalización, fuente principal de oportunidades 

para el logro de mayores niveles de producción y productividad.

Propuestas

i) De corto plazo:

 Definir a Uruguay XXI como la institución gubernamental que tendrá a cargo la 

coordinación de los programas de internacionalización. Las principales acciones 

deberán estar orientadas hacia los siguientes objetivos:

o Crear programas de apoyo al sector exportador y reformular los existentes. 

o Promover la coordinación entre las diferentes instituciones que ofrecen programas y 

servicios de apoyo a la internacionalización de empresas.

o Apoyar a las empresas para que implementen estructuras específicas para el comercio 

exterior, propias o compartidas.

o Facilitar la colocación de la producción de sectores con alta capacidad de respuesta.

o Promover la exportación de productos provenientes de cadenas de valor integradas. 

o Incrementar las competencias profesionales vinculadas al comercio exterior.

ii) De mediano plazo:

 Inducir a las pequeñas y medianas empresas para que se estructuren para la 

exportación.

 Promover y apoyar la asociatividad empresarial como instrumento de 

internacionalización.

 Poner a disposición de los empresarios información sobre los mercados 

internacionales y sobre las tendencias de la demanda internacional, para lo cual es 

necesario un rol más activo de las representaciones oficiales en el exterior.
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4.4. Promoción de la inversión y acceso al crédito

La Cámara de Industrias del Uruguay participó activamente en el proceso de 

implementación del nuevo régimen de promoción de inversiones en el marco de la Ley 

16.906, realizando propuestas e interactuando con los técnicos que diseñaron el 

instrumento. En tal sentido, la Cámara ha realizado a lo largo del tiempo una serie de 

aportes a los representantes del Gobierno que han sido tenidos en cuenta. 

Sin perjuicio de ello, hemos identificado posibles mejoras que optimizarían la 

operación del régimen.

La primera sugerencia refiere al cálculo del indicador sobre descentralización 

geográfica. En ese sentido, las inversiones localizadas en Montevideo no obtienen 

puntaje en la matriz de indicadores. La CIU propone que se otorgue un puntaje mayor 

que cero a los proyectos localizados en zonas deprimidas o en los parques industriales 

existentes o a crearse en dicho departamento. A dichos efectos, la Cámara facilitó un 

estudio técnico a la Unidad de Apoyo al Sector Privado (UNASEP) que demuestra que 

algunas zonas de Montevideo tienen niveles de desarrollo humano similares a algunos 

departamentos del interior del país que califican con mayor puntaje.

En segundo lugar, se ha constatado que el indicador referido a la agregación de valor 

tiene un diseño que no permite obtener un puntaje positivo en la mayoría de los 

proyectos de la industria manufacturera. 

iii) De largo plazo:

 Crear entre la población y en particular entre el sector empresarial, conciencia a favor 

de la exportación.

 Emprender acciones específicas para que se incorpore a la cultura del Gobierno, del 

sector empresarial, de los trabajadores y de la población en general, que:

o No es posible el desarrollo sustentable, en especial para un país pequeño como el 

nuestro, si no se genera un aumento creciente de las exportaciones.

o El país debe constituir una sólida base de empresas exportadoras si quiere mejorar su 

renta a largo plazo.

o La oferta exportable debe ser cada vez más diversificada, tanto en productos como en 

mercados.

o Deberá avanzarse hacia la construcción de ventajas competitivas dinámicas en 

productos con mayor valor agregado y contenido tecnológico.
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En efecto, el indicador aumenta cuanto mayor es la proporción de valor agregado 

sobre el valor bruto respecto a la situación “sin proyecto”. Dado que en el caso del 

sector industrial, por distintas razones, la porción de valor agregado respecto al valor 

bruto tiende a disminuir cuando se realizan nuevas inversiones (especialización 

productiva, mayor incorporación de tecnología, subcontratación de áreas de servicio y 

apoyo, por citar algunas de las causas), se propone la sustitución de dicho indicador. 

La CIU sugiere que la escala de este indicador esté relacionada a los niveles salariales 

promedio en la situación “con proyecto” y “sin proyecto” o, eventualmente, a los 

incrementos de ventas de productos de mayor contenido tecnológico, según 

clasificaciones internacionalmente aceptadas.

Una tercera propuesta, que no tiene costo para el fisco y facilita la inversión a través 

de la reducción de los costos de transacción, refiere a la garantía que se exige para la 

importación en Admisión Temporaria de las maquinarias incluidas en proyectos 

presentados ante la UNASEP, que aún se encuentran en proceso de aprobación.

En opinión de la Cámara, en los casos de empresas industriales, dicha garantía sólo se 

justifica para los aranceles y tasas involucradas en el despacho, pero no respecto al 

IVA, ya que el pago de dicho impuesto (IVA importación y adelanto de IVA) puede 

igualmente evitarse a través de la utilización del mecanismo previsto por el lit. b, art. 

8, de la Ley 16.906.

En cuanto a la promoción de inversiones, otro aspecto que resulta relevante es lo que 

refiere a las actividades vinculadas a la captación de nuevos emprendimientos. En ese 

sentido, la Cámara considera necesario adoptar las mejores prácticas internacionales 

en Uruguay XXI, institución que tiene a cargo estos cometidos. 

Otro pilar fundamental para dinamizar la inversión está asociado a facilitar el acceso al 

crédito, principalmente a las pequeñas y medianas empresas. En los últimos años se 

han registrado algunos avances a través de la creación de nuevos instrumentos de 

crédito y/o de garantía (SiGa, créditos Corporación Nacional para el Desarrollo, etc.), 

que apostamos a que perduren y se fortalezcan. 

En tal sentido, es importante que se haya concretado la constitución de la empresa de 

microfinanzas por parte del BROU, ya que es un espacio donde el aumento de la oferta 

facilitaría el desarrollo de las micro y pequeñas empresas.

Asimismo, es conveniente buscar los mecanismos que promuevan el mercado de 

capitales, con medidas de política tributaria así como dinamizando su utilización a 

través de emisiones de instrumentos financieros o acciones por parte de las empresas 

públicas. 
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Por último, se cree necesario que la información de la central de riesgos del Banco 

Central del Uruguay sea efectivamente de acceso público, a los efectos de mejorar el 

circuito crediticio entre empresas.

4.5. Compras gubernamentales

El adecuado uso del poder de compra del Estado y de las empresas de su propiedad, 

constituye una de las herramientas más eficaces para el desarrollo de las pequeñas y 

medianas empresas. Tanto los países desarrollados como los países en desarrollo, 

utilizan mecanismos vinculados a las compras públicas para el fomento de actividades 

de alto contenido tecnológico, la provisión de bienes y servicios de las micro, 

pequeñas y medianas empresas y, en consecuencia, la generación de empleo de mejor 

calidad.

Las legislaciones, en general, otorgan preferencias a la industria local, las que se 

complementan con exigencias a las empresas, a efectos de impulsar aquellas ofertas 

de origen nacional que se encuentren en un nivel tecnológico adecuado y en 

condiciones satisfactorias en cuanto a sus prestaciones. De esa manera, se convierten 

en un fuerte impulso para el desarrollo de industrias y el mejoramiento de estándares 

de calidad. 

Propuestas

i) Mejoras de los mecanismos de promoción de la Ley de Inversiones.

 Cambios en la puntuación para algunas zonas de Montevideo.

 Modificación del indicador de Valor Agregado.

 Eliminación de las garantías para las Admisiones Temporarias de maquinaria y 

equipos por parte de empresas industriales en el marco de proyectos promovidos.

ii) Diseñar e implementar una estrategia efectiva para la captación de nuevas 

inversiones.

iii) Fortalecer instrumentos de acceso al crédito para las micro, pequeñas y 
medianas empresas.
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La CIU ha defendido en forma permanente que el Estado y sus empresas promuevan

una política de desarrollo de proveedores locales, que no se refleje en el mero hecho 

de comprar un producto nacional por la sola razón de serlo. Se aspira a generar 

conjuntamente, entre el sector público y el privado, una política activa de las compras 

públicas para el fomento y desarrollo de la actividad productiva, principalmente en 

productos nuevos y/o de mayor contenido tecnológico, cuyos efectos se proyecten en 

toda la economía nacional.

En opinión de la CIU, es necesario crear una cultura a favor de la generación de 

ventajas para la proveeduría por parte de empresas nacionales. Por el contrario, es 

normal que algunos pliegos excluyan, de hecho, la posibilidad de participación de 

pequeñas y medianas empresas, al no tener en cuenta sus capacidades productivas o 

por no buscar adaptaciones o mecanismos que les permita ofertar.

La Cámara aboga para que tal realidad se modifique y, para ello, deben existir 

lineamientos precisos por parte de los principales integrantes del gobierno y de los 

directorios de las empresas públicas que lideren el cambio. 

En algunos casos, se constata que se han desarrollado modalidades innovadoras para 

viabilizar mejores condiciones competitivas a favor de las industrias locales. Estas 

prácticas que resultan aisladas, deberían ampliarse. En tal sentido, Uruguay no debe 

renunciar a este instrumento de fomento, máxime cuando la mayoría de los demás 

países con quienes compite no abren -de hecho- sus mercados de compras estatales. 

En los últimos años, se han aprobado diversas normas destinadas a favorecer la 

proveeduría nacional por parte de las micro, pequeñas y medianas empresas 

(MIPYMES). 

Asimismo, se considera relevante la realización de una evaluación permanente del 

impacto del régimen preferencial para la MIPYMES, a los efectos de realizar los ajustes 

que se consideren necesarios, tendientes a alcanzar el objetivo para el cual fue creado: 

facilitar y aumentar la participación de las micro, pequeñas y medianas empresas en 

las compras estatales. 

En materia de acuerdos comerciales con terceros países, cuando se incluya un capítulo 

relativo a las Compras Públicas, deben salvaguardarse las condiciones ofrecidas a la 

industria nacional, combinando de la mejor manera posible conceptos como exclusión 

de productos y/o de organismos, definición de umbrales, reservas de mercado, etc.
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Propuestas

i) Mejorar el sistema de compras públicas, en términos de transparencia y 

eficiencia.

ii) Definición de un instrumento único de fomento a la proveeduría nacional 

vinculado a las compras públicas, basado en tres pilares:

 Margen de prioridad único a aplicar a un producto que califique como nacional, en la 

comparación con los precios de los productos extranjeros.

 Priorizar a quien mayor integración nacional alcance, cuando se trate de dos o más 

oferentes nacionales.

 Criterios para la definición del carácter nacional de los bienes, basados en el principio 

del “cambio de clasificación arancelaria” y alternativamente en el de “agregación de 

valor”.

iii) Hasta la definición del instrumento mencionado anteriormente, modificar las 

siguientes disposiciones:

 Eliminar lo dispuesto por la Ley Nº 18.362 (MPYMES) respecto a la doble condición 

(cambio de partida e integración nacional) impuesta para que un producto califique 

como nacional.

 Eliminar el criterio adicional de cambio de partida para que un producto califique como 

nacional, establecido en el Decreto 13/009, disposición que no estaba prevista en la 

legislación nacional. 
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4.6. Medio ambiente

En Uruguay la normativa medio ambiental aún no es completa, principalmente en lo 

que respecta a la regulación del sector industrial. Asimismo, en algunos casos, la 

misma no atiende a la realidad de la industria nacional. 

Existe un gran desconocimiento de la normativa existente, lo cual en buena medida se 

genera por la gran dispersión de normas que regulan esta materia, no existiendo un 

espacio que la centralice. También se detectan diferencias entre las exigencias a nivel 

nacional y departamental, variando incluso de un departamento a otro.

En función de lo anteriormente mencionado, debe facilitarse el acceso a la información

relativa a la regulación medio ambiental, en forma agrupada, incluyendo exigencias, 

iv) Avanzar en la instrumentación de las modificaciones propuestas por la CIU, a 

efectos de mejorar los procedimientos licitatorios.

 Cuando se trate de productos de los que no exista fabricación nacional, exceptuar a 

las industrias interesadas en desarrollarlos de la presentación de muestras, buscando 

mecanismos alternativos para el cumplimiento del requisito.

 Aprobar un procedimiento e instructivo para comparar las ofertas nacionales y 

extranjeras, para que los organismos públicos que realizan la compra utilicen similares 

criterios de comparación.

 Ante la posibilidad de que un pliego contenga disposiciones que signifiquen una 

discriminación de la industria nacional, habilitar la posibilidad de que cámaras u 

organizaciones empresariales, realicen consultas, propuestas y sugerencias, y éstas 

deban ser contestadas, sin necesidad de que deban adquirir los pliegos.

 Establecer que toda compra pública debe incluir los criterios que permitan conocer la 

fecha y condiciones de pago, así como mecanismos de ajuste y/o intereses, para los 

casos en que el organismo público incumpla con los plazos de pago.

 Incluir previsiones para evitar la discriminación negativa hacia la producción nacional,

originada en cuestiones de hecho, en disposiciones de los pliegos particulares o en la 

insuficiencia del marco normativo.

v) Salvaguardar las condiciones ofrecidas a la industria nacional en eventuales 

Acuerdos Comerciales con terceros países, que incluyan un capítulo relativo a 

las Compras Públicas (adecuados umbrales, reserva de mercado, listas 
negativas de bienes y organismos excluidos).
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plazos para tramitación de permisos, etc. centralizando las acciones de publicación y 

divulgación tanto a nivel nacional como departamental.

En cuanto a las diferencias entre las disposiciones vigentes, debe tenderse a la 

unificación de la normativa medioambiental de los distintos departamentos, la dirigida

a diversos sectores, así como la aplicable para el sector público y privado.

La normativa no es cumplida de manera uniforme por los distintos actores, y el sector 

industrial no es una excepción a ello. En muchos casos, el país cuenta con soluciones 

tecnológicas inadecuadas para el cumplimiento de la normativa vigente o para alcanzar 

las metas fijadas para el sector industrial.

Una baja oferta de mecanismos de promoción acordes a la realidad de la industria

nacional, caracterizan al sistema vigente, lo que sumado a cierto desconocimiento de 

los instrumentos existentes, genera poca propensión del sector privado a mejorar la 

gestión ambiental de las empresas.

En igual sentido, en virtud de los planes departamentales de ordenamiento territorial y 

demás normativa relacionada a la ubicación geográfica de las plantas industriales, la 

CIU entiende necesaria la implementación de programas e incentivos para la 

relocalización de las mismas, estableciendo plazos graduales para la concreción.

En este marco, es un objetivo para la CIU promover acciones para que las industrias se 

desarrollen cuidando el medio ambiente, de acuerdo a los estándares internacionales y 

a la búsqueda de la mejora continua. 

Se cree en un rol activo de la Cámara, no sólo promoviendo la cultura a favor del 

cuidado del medio ambiente, prestando servicios de asesoramiento a las empresas en 

la materia, sino también como gestora de proyectos público-privados de gestión 

ambiental como los que se han ido concretando recientemente (gestión de envases, 

planta de depósito y tratamiento de residuos sólidos, etc.).

Por parte de las empresas, debe tenderse a la implementación de tecnologías que sean 

amigables con el medio ambiente, en dirección, principalmente, al concepto de 

Producción Más Limpia.
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Propuestas

i) Creación de normativa en base a criterios objetivos y a la consulta con los 

involucrados.

 Caracterización de residuos sólidos industriales para definir la normativa aplicable.

ii) Creación de un “portal de normativa ambiental”.

 Información relativa a Medio Ambiente y Seguridad y Salud Ocupacional, tanto nacional 

como departamental, incluyendo normativas y también instrumentos de promoción.

 Gestión de un sistema de información de fácil acceso (registro inteligente de datos 

relevantes con accesibilidad para todos los usuarios).

iii) Vinculadas a la fiscalización.

 Fiscalización equitativa (igualdad de exigencias) para los actores públicos y privados, y 

dentro del privado, entre los que normalmente se ciñen a las normas y los que no.

 Dotar a las autoridades ambientales (DINAMA, intendencias) de recursos para fiscalizar y 

asegurar el cumplimiento de la normativa (Ley de Envases, Residuos Sólidos, etc.), a través 

de medidas preventivas y correctivas.

 Implementar un sistema de denuncias a través de la CIU sobre incumplimientos de 

normativa en temas medioambientales, con el solo fin de lograr confidencialidad y aportar 

datos fidedignos a las autoridades para que cumplan con el fin mencionado en el punto 

anterior.

iv) Implementación de instrumentos de promoción adicionales a los ya existentes, que 

tengan un fuerte componente ambiental para su aplicación y/o para el estudio de 

calificación.

 Ley de Inversiones.

 Bonos de Carbono.

 Préstamos BROU para implementación de proyectos de producción más limpia.

v) Profundizar la comunicación de los instrumentos de promoción y de las 

modificaciones normativas referidas al sector industrial, a través de la CIU.


